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Resumen

Guatemala tiene un nivel de tributación de los más bajos de América Latina, y las poco fre-
cuentes expansiones de capacidad tributaria han sido parciales e incapaces de modificar la 
política económica de riqueza y poder en el país. La mayoría de la población es pobre y la 

riqueza del país está concentrada en pocas manos, pero la elite económica no utiliza su poder para 
construir la capacidad del estado; prefieren mantener el poder de veto dentro de un estado débil y sin 
recursos. Como resultado, el estado no tiene los recursos suficientes para apoyar desarrollo equitativo 
y sostenible, y no responde a exclusiones sociales. El presente proyecto investiga el ámbito de la tribu-
tación por ser una expresión clave de capacidad del estado, y demuestra las dificultades estructurales 
e institucionales para construir la misma en el contexto Guatemalteco. 

Para entender la capacidad tributaria Guatemalteca después del final de la guerra civil en 1996, 
el proyecto procede en tres secciones. En la primera sección, analizamos los antecedentes de la 
capacidad tributaria con referencia a la situación económica y político-institucional del país. 
Después, examinamos momentos de reforma tributaria prestando atención a su impacto 
sobre la capacidad tributaria. Para cada reforma, se analiza el contexto político-institucio-
nal que presentó oportunidades de reforma y al mismo tiempo impuso límites a las posi-
bilidades de cambio. En particular, se ofrece un análisis de las últimas reformas de 2012 
– quizás notable en términos políticos e institucionales, pero con impacto limitado en 
la capacidad tributaria y desigualdad del país.
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**Aaron Schneider es Profesor Asociado en la Universidad de Denver.
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Antecedentes

Una de las principales características de las finan-
zas públicas en Guatemala es su bajo nivel de in-
gresos tributarios. De acuerdo a las distintas com-
pilaciones estadísticas financieras sobre la presión 
tributaria, como OCDE/CEPAL/CIAT (2012), 
el país figura con los niveles más reducidos de 
recaudación tributaria de la región latinoameri-
cana. La situación de la baja carga tributaria es 
central para definir cuáles son los recursos dispo-
nibles para financiar el gasto público, dado que el 
país no cuenta con otros ingresos fiscales, como 
aquellos provenientes de los recursos naturales, 
ni tampoco con empresas estatales que puedan 

proveer ingresos no tributarios. Para entender los 
bajos niveles de recaudación es esencial tener en 
cuenta la situación de pobreza y desigualdad del 
país, y una elite política fragmentada que opera 
en instituciones que no dan paso al consenso y 
facilitan poderes de veto. 

Guatemala es un país con alta incidencia de po-
breza. Para 1989, el 63 por ciento1 de la población 
era pobre. Una década después la pobreza dismi-
nuyó en unos 10 puntos porcentuales, llegando 

1. La cifra está basada en la corrección a la encuesta 

Socioeconómica, la cual estimaba una pobreza del 75 por ciento, 

pero basada en preguntas simples sobre el ingreso. Más datos 

sobre el ajuste pueden ser consultados en Banco Mundial (2003).
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al 56 por ciento para 2000, y al 51 por ciento 
para 2006. Si bien ha habido una disminución 
de la pobreza, más de la mitad de la población 
sigue siendo pobre: de acuerdo con las estimacio-
nes más recientes, basadas en la Encovi 2011, la 
pobreza general aumentó a 53.7 por ciento. Para 
1989, el 18 por ciento de la población no alcan-
zaba la línea de pobreza extrema, para bajar lige-
ramente al 16 por ciento para 2000 y al 15 por 
ciento para 2006. De acuerdo con los datos más 
recientes, la pobreza extrema se habría reducido 
al 13.3 por ciento. 

Los resultados de la medición de pobreza, según 
las distintas características de los hogares, ponen 
en evidencia los patrones de exclusión que histó-
ricamente han caracterizado al país. Las desagre-
gaciones por área de residencia del jefe del hogar 
manifiestan las disparidades entre población 
rural y urbana. Mientras la pobreza extrema ha 
afectado entre el 3 por ciento (2000) y el 5 por 
ciento (2006) de las personas pertenecientes a ho-
gares urbanos, la incidencia para los miembros de 
hogares rurales era al menos ocho veces mayor: 
alrededor del 24 por ciento para 2000 y 2006. 

En el mismo sentido, los datos de distribución 
del ingreso de las personas revelan una de las so-
ciedades más desiguales de la región. Al 2002, a 
nivel nacional, el 10 por ciento de la población 
más pobre recibió el 1.3 por ciento del ingreso 
mientras el 10 por ciento de la población más rica 
recibió el 43 por ciento del ingreso, con una rela-
ción de 33 a 1. Los cambios fueron insignifican-
tes respecto a la situación en 1998 cuando el 10 
por ciento más pobre recibió el 1.4 por ciento del 
ingreso, pero el 10 por ciento más rico recibió el 
46.2 por ciento del ingreso (casi la misma rela-
ción de 33 a 1). 

Para entender el contexto político de Guatemala, 
hay aspectos institucionales y sociales a conside-

rar. En términos sociales, es especialmente im-
portante notar que la elite económica es domi-
nante frente a sectores populares fragmentados y 
débiles desde las represiones de la guerra civil. A 
pesar de su dominación, la elite económica está 
dividida entre sectores emergentes y más diná-
micos, y sectores tradicionales, oligárquicos, ru-
rales locales, y a veces ilícitos. Todos comparten 
espacios políticos y empresariales, y su cohesión 
es solo lo suficiente para vetar iniciativas de cons-
trucción del estado, motivado por una oposición 
feroz al uso del estado para enfrentar los desafíos 
sociales de pobreza y de desigualdad en el país 
(Schneider, 2012). 

Esta situación se interactúa y refleja en las institu-
ciones políticas que tienen el deber de coordinar 
intereses y caminarlos hacia el estado. El sistema 
partidario es fragmentado y volátil, indicando 
una elite política sin posibilidades de coordi-
narse y sin expresión de bases sociales duraderas. 
Segundo, esas características partidarias operan 
bajo incentivos del Congreso para promover el 
caudillismo personal, deslealtad partidaria, y 
otras tendencias que complican la formulación 
de políticas universales. Tercero, y especialmente 
importante para asuntos tributarios, la Corte de 
Constitucionalidad, instancia máxima en materia 
constitucional, tiene amplio poder para revertir 
cualquier reforma tributaria. Finalmente, es im-
portante considerar el uso de pactos para avanzar 
las reformas tributarias, llamando la participa-
ción social, pero al mismo tiempo abriendo nueva 
oportunidad a sectores sociales, especialmente 
sectores de elites económicas, a modificar pro-
puestas tributarias.

Con respecto al sistema partidario, hay dos indi-
cadores útiles para demonstrar el carácter de la 
elite política. Uno de ellos es el número de par-
tidos efectivos, un indicador desarrollado por 
Laakso y Taagepera (1979) calculado por el in-
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verso de la suma de las proporciones de asientos 
(o votos) elevadas al cuadrado.2 Con las propor-
ciones elevadas al cuadrado, el indicador le da 
un mayor peso a los partidos grandes para no 
dar mayor importancia a pequeños partidos que 
tal vez no afectan las coaliciones y negociaciones 
políticas. El cuadro abajo presenta el número de 
partidos efectivos en las últimas cinco elecciones. 
Después de dos elecciones con menos de tres par-
tidos, el número efectivo sube en 2003 a más que 
cuatro partidos, manteniendo elevado hasta hoy.

El cuadro también demuestra un indicador de 
volatilidad desarrollado por Pederson (1979). Este 
índice es una suma del valor absoluto de los cam-
bios en la votación de cada partido de una elec-
ción a otra dividido por dos, indicando la inesta-
bilidad del sistema partidario. En cuatro de las 
últimas cinco elecciones, el índice de volatilidad 
era más de 65, indicando que la suma de asientos 
que cambian de un partido a otro es casi la mitad 
de un congreso de 158 representantes.3 

2. N=1/ ∑k
n=1 pk

2 En donde n es el número de partidos con 

asientos y pk es la proporción del partido kth. 

3. La única elección con menos volatilidad, en 1999, fue también 

un momento que el número de congresistas aumentó de 77 a 

113. El aumento de asientos posibilitó que el partido saliente, 

PAN, podía capturar un número elevado de asientos, con efecto 

depresor en el índice de volatilidad. 

El índice de volatilidad también evidencia otro 
aspecto del sistema partidario, que es la función 
de los partidos como vehículos personales. Cada 
partido que consigue la presidencia—especial-
mente el Partido de Avanzada Nacional (PAN) 
en 1995, el Frente Republicano Guatemalteco 
(FRG) en 1999, y la Gran Alianza Nacional 
(GANA) en 2003—alcanza su mayor represen-
tación legislativa en el año que consigue la pre-
sidencia, reduce significantemente en la próxima 
elección, y no logra elegir un sucesor. Después de 
dos elecciones, los partidos de los expresidentes 
acaban siendo insignificantes o desaparecen. Solo 
el UNE consiguió mantener su representación en 
el 2011 después de haber ganado la presidencia en 
2007, pero requirió de una alianza con su oposi-
tor anterior, el partido GANA. 

El personalismo de los partidos se expresó tam-
bién dentro del Congreso, donde las instituciones 
legislativas incentivaban padrones de caudillismo 
partidario. Las reglas del Congreso dan poder 
a líderes partidarios al asignar a congresistas a 
comisiones, poder especial para liberar recursos 
para congresistas individuales, y el potencial de 
aprobar proyectos en bases electorales de aliados. 
Los poderes de los líderes producen disciplina a 
la hora de votación, con congresistas apoyando 
siempre la indicación de su caudillo partidario. 
El índice Rice, que calcula el porcentaje de dis-
ciplina o defección de congresistas con respecto 
a su partido, encuentra tazas de disciplina de los 
mayores partidos entre .98 y 1.00 (Fortín, 2008: 
19).4 

Por otro lado, esta lealtad es simplemente tempo-
ral; los mismos seguidores que obedecen durante 
las votaciones salen a otro partido por la oferta de 

4. El indicador refleja el nivel general de unidad de los bloques 

parlamentarios al momento de votar, oscila entre 0 (el mismo 

número de diputados votando a favor que en contra) y 1 (todos 

los diputados votando de la misma manera).

Elección Partidos Efectivos Volatidad
1995 2.53 72.5
1999 2.35 35
2003 4.64 69.5
2007 5.05 67
2011 4.14 66

Cuadro 1 
Sistema Partidario

Fuente: Calculado por los autores con base en datos del Tribunal Supremo 
Electoral.



beneficios o probabilidades de futuras ganancias 
electorales. Esta práctica, común en Guatemala, 
tiene el nombre ‘transfuguismo’ por el análisis 
local. Solo durante el período del gobierno de 
UNE 2008-2011, hubo más de cien cambios de 
partido en un Congreso de 158 miembros. Este 
número podría elevarse por congresistas que cam-
bian de partido más que una vez, pero una señal 
de la volatilidad podría ser el índice Pederson 
calculado del comienzo al final del mandato. 
Usando este método, la volatilidad en la repre-
sentación llega a 57, indicando que los miembros 
del Congreso cambian su partido casi tan rápido 
que los votantes cambian sus preferencias de una 
elección a otra. 

La práctica caudillista de los líderes y la poca leal-
tad de los miembros de cada bancada se combi-
nan con instituciones que incentivan particularis-
mos en las decisiones políticas en vez de orientar 
miembros del Congreso hacia políticas públicas 
universales. Un ejemplo de estos incentivos es 
evidente en el proceso presupuestario, en donde 
la Comisión de Finanzas asigna recursos a pro-
yectos específicos con enmiendas al propuesto 
presupuestario oriundo del ejecutivo. La asigna-
ción de recursos es un privilegio de los miembros 
de la Comisión, que utilizan fondos de inversión 
para canalizar recursos hacia sus bases electorales, 
financiadores de campaña, y otros dependientes 
particulares. La institución poca transparente y 
sumamente poderosa de la Comisión de Finanzas 
facilita comportamientos personalistas y particu-
laristas, y presenta obstáculos a las decisiones po-
líticas universales, como podrían ser una reforma 
tributaria.

Un tercer aspecto político importante a conside-
rar es la Corte de Constitucionalidad, establecida 
por la Constitución de 1985, que incluye severas 
limitaciones a los poderes de tributación y amplias 
oportunidades del uso del sistema judicial para 

obstaculizar reformas.5 Por ejemplo, Artículo 243 
sobre el principio de capacidad de pago prohíbe 
los tributos confiscatorios y la doble o múltiple 
tributación, un artículo interpretado para reducir 
obligaciones de impuestos directos por pagos de 
impuestos indirectos. Otros artículos que compli-
can el aumento de tributación se refieren al prin-
cipio de legalidad, la irretroactividad de la ley, y la 
prohibición de declaración contra sí.

La Corte de Constitucionalidad es compuesta por 
cinco magistrados titulares y el mismo número de 
suplentes, electos por un período de cinco años. 
Los tres poderes del Estado, así como el Colegio 
de Abogados y el Consejo Superior Universitario 
de la universidad nacional designan a sus res-
pectivos magistrados titulares y suplentes. En la 
interpretación del texto constitucional la Corte 
tiene amplia discrecionalidad.6 Una revisión rá-
pida de los recursos de inconstitucionalidad plan-
teados ante la Corte permite apreciar que en un 
período de 20 años esa institución recibió más de 
100 expedientes contra las reformas tributarias y 
emitió alrededor de 85 resoluciones al respecto. 

Finalmente, es importante considerar la institu-
ción de los pactos fiscales. Los pactos emanan de 
teorías sobre los consensos políticos alrededor de 
políticas públicas y la experiencia específica de 
Guatemala en los acuerdos de paz. Durante los 
años 1990, cuando América Latina experimen-
taba un período difícil en términos económicos 

5. La Constitución estableció “severas limitaciones al poder 

impositivo del Congreso y [creó] en los tribunales un campo de 

batalla adicional en materia de legislación tributaria” (CEPAL, 

1996).

6. Como ejemplo puede citarse la candidatura presidencial de 

Efraín Ríos Montt. En ocasiones anteriores la Corte había fallado 

en contra, pero nuevos magistrados, supuestamente proclives al 

FRG, fallaron a favor, con lo cual Ríos Montt pudo inscribirse 

como candidato presidencial en las elecciones de 2003 (Porras 

et al., 2005).

5
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y fiscales, la CEPAL ofreció una perspectiva so-
cio-política al proceso de ajuste, “El pacto fiscal, 
entendido como el acuerdo sociopolítico básico 
que legitima el papel del Estado y el ámbito y el 
alcance de las responsabilidades gubernamentales 
en la esfera económica y social, se analiza a través 
de sus cinco aspectos fundamentales: consolidar 
el ajuste fiscal en marcha, elevar la productividad 
de la gestión pública, dotar de mayor transparen-
cia a la acción fiscal, promover la equidad y favo-
recer el desarrollo de la institucionalidad demo-
crática” (CEPAL, 1998).

Esta teoría era consistente con la experiencia 
de los guatemaltecos al final de la guerra civil. 
El proceso de los Acuerdos de Paz incluía una 
Comisión de Acompañamiento de los Acuerdos 
de Paz (CAAP), integrada por miembros de la 
sociedad civil y sector privado, con responsabi-
lidad de llegar a pactos sociales y políticos para 
garantizar la paz. Esta estrategia se transfiere al 
ámbito fiscal con la integración de la Comisión 
Preparatoria del Pacto Fiscal (CPPF) en marzo 
de 1999. Los Acuerdos de Paz incluían el com-
promiso de aumentar la tributación hasta 12 por 
ciento del PIB, y el CPPF tenía como finalidad la 
elaboración de una propuesta base para la concer-
tación de un pacto fiscal, producto de consultas 
con distintos sectores sociales y de diversos estu-
dios técnicos (SNI, 2001).

Por varias razones a discutir abajo, el Pacto Fiscal 
de 2000 no se cumplió, pero cada gobierno que 
siguió repitió el esfuerzo de formar un pacto so-
cial y/o político para lograr una reforma tributa-
ria. Cada gobierno fracasó en su meta. Fueron 
varias las razones: en un caso los actores sociales 
presionaban para diluir propuestas de reforma, en 
otra ocasión las mesas de diálogo fueron aban-
donadas, deslegitimándolas. Es interesante notar 
que la única reforma importante que avanzó fue 
la del año 2012, cuando no hubo esfuerzo de 

pacto fiscal. La reforma pasó en los primeros días 
del nuevo gobierno; fue esencialmente la misma 
propuesta de reforma desarrollada por el gobierno 
anterior; y pasó con apoyo de la oposición parti-
daria y el sector privado. 

El análisis que sigue usa las instituciones 
políticas de partidos, Congreso, Corte de 
Constitucionalidad (CC), y de Pacto Fiscal para 
entender los éxitos y fracasos de reformas tribu-
tarias en Guatemala. También busca analizar el 
impacto de las reformas, con atención particular 
a su impacto en la capacidad tributaria y el im-
pacto distributivo. Cabe mencionar que el pro-
ceso de reforma tributaria en Guatemala expresa 
la situación política del país, en donde los actores 
sociales en oposición a la construcción del estado 
encuentran en las instituciones políticas amplias 
oportunidades para oponer una reforma tributa-
ria. A pesar del gran logro final de pasar una re-
forma en 2012, el país sigue con un estado cuyas 
políticas exacerban la inequidad y faltan recursos 
para contestar a necesidades sociales.

¿cuáles hAn sido lAs RefoRmAs 
más impoRtAntes en los últimos 15 
Años, que llevAn A lA RefoRmA del 
2012?

La tendencia de los ingresos tributarios ha sido de 
crecimiento débil y poco sostenido, a pesar de las 
reformas tributarias realizadas después de la firma 
de los Acuerdos de Paz en el año 1996. Mientras 
que en el período comprendido del año 1995 al 
2002 la presión tributaria había aumentado del 
8.8 al 11.9 por ciento del PIB, muestra un com-
portamiento oscilante: baja como proporción del 
producto al 11.2 por ciento en 2005, aumenta al 
12.1 por ciento en 2007 y vuelve a descender al 
10.3 por ciento en 2009. 

Estas variaciones se explican porque la perma-
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nencia de los impuestos en Guatemala es alta-
mente frágil ante impugnaciones en la Corte de 
Constitucionalidad, la cual opera bajo un marco 
constitucional sumamente restrictivo en la in-
terpretación del poder tributario del Estado. Por 
ello, gran parte de las reformas fiscales sufren el 
efecto de eliminación de normas importantes que 

son fácilmente impugnadas por distintos sectores 
de la sociedad. Como resultado, la evolución de la 
recaudación tributaria ha sido inestable. 

A pesar de la inestabilidad y bajo nivel de la carga 
tributaria, han existido algunos progresos en la 
recaudación fiscal durante los últimos quince 
años. Durante la década de los noventa, el mayor 
crecimiento de los ingresos estuvo concentrado 
en los impuestos indirectos (véase el cuadro 2), 
con una mayor recaudación proveniente del IVA, 
ya que los impuestos al comercio exterior o aran-
celes se han venido reduciendo debido a procesos 
de apertura comercial y tratados de libre comer-
cio. A su vez, los impuestos selectivos al consumo 
también han venido reduciendo su participación, 
lo cual se debe a que tienden a gravar las unida-

Impuesto 1991-95 1996-2000 2001-2005 2006-2010 2011-2012
Directos 1.7 2.4 3.0 3.2 3.5
ISR empresas y personas 1.6 1.5 1.9 2.4 2.8
ISR Auxiliar 0.0 0.9 1.2 0.8 0.7
Patrimonio 0.1 0.0 0.0 0.0 0.0
Indirectos 6.8 7.9 8.6 8.0 7.5
IVA 2.9 4.4 5.4 5.3 5.3
Aranceles 2.0 1.4 1.4 0.9 0.7
Selectivos 1.3 1.6 1.4 1.3 1.0
Otros indirectos 0.5 0.4 0.5 0.5 0.5

Cuadro 2 
Guatemala: recaudación tributaria por tipo de impuesto (1991-2012)
(Porcentajes del Producto Interno Bruto)

Fuente: elaboración propia basada en datos del Ministerio de Finanzas Públicas.

des consumidas en valores fijos en términos no-
minales, con lo cual su efecto recaudatorio se ha 
erosionado a lo largo del tiempo debido al efecto 
inflacionario.

A partir del año 2004, se observó mayor creci-
miento de la recaudación proveniente de im-

puestos directos. Esto se debe principalmente 
a dos factores: el primero ha sido la utilización 
impuestos auxiliares a la renta, que gravan los 
ingresos brutos o activos netos, ante la imposi-
bilidad de gravar adecuadamente la renta de las 
personas individuales o jurídicas. Mientras que 
el segundo factor es el crecimiento reciente del 
régimen de impuesto sobre la renta simplificado 
que tributa sobre ingresos brutos, el cual ha te-
nido un incremento importante en los últimos 
cinco años, según información recopilada por la 
Superintendencia de Administración Tributaria 
(SAT).

A pesar de los aumentos recientes, la alta parti-
cipación del IVA en la recaudación tributaria y 
la baja proporción de impuestos personales a la 
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redujo las exoneraciones fiscales, y propició una 
baja en la tasa máxima del impuesto sobre la renta 
(ISR), la cual pasó del 30 al 25 por ciento. 
Sin embargo, el gobierno falló en un intento 
para aumentar el impuesto sobre el patrimonio 
inmueble denominado Impuesto Único sobre 
Inmuebles (IUSI), indicando los límites a las po-
sibilidades de reforma bajo el contexto político. 
El gobierno no gastó más de su capital político, 
dejando el resto de su agenda tributaria en manos 
de la Comisión Preparatoria del Pacto Fiscal 
(CPPF). La Comisión llamaba participación am-
plia de la sociedad civil y sector privado, pero no 
tenía tiempo ni apoyo político para introducir las 
reformas hasta el próximo gobierno que iba a en-
trar en el 2000. 

Condiciones políticas

Las condiciones del período posterior a los 
Acuerdos de Paz permitían ciertas reformas, pero 
no otras. Para comenzar, los Acuerdos ofrecían 
un capital político para avanzar la agenda del 
gobierno, e incluían el compromiso de aumen-
tar la tributación. También, los dos partidos más 
importantes, PAN y FRG, habían llegado a un 
acuerdo que la tasa del IVA aumentaría si se diera 
una de las dos condiciones: si se firmaban los 
Acuerdos de Paz o a partir del primero de enero 
de 1996. 

Los dos partidos también encontraron una forma 
de trabajar en conjunto porque juntaban faccio-
nes de la derecha política, incluyendo actores 
asociados a los militares, como el ex presidente 
y general Efraín Ríos Montt, líder del FRG, y 
actores asociados al sector privado, como el em-
presario y presidente del momento, Álvaro Arzú. 
Arzú contó con el apoyo de empresarios tradicio-
nales, y la agenda que promovió estaba en línea 
con los lineamientos promovidos por las cáma-
ras empresariales, que tenían su referente intelec-

renta condicionan un sistema tributario regresivo. 
Los estudios realizados en el país sobre el tema 
coinciden en que el impacto del sistema tributario 
sobre la distribución del ingreso es sumamente re-
ducido. Por ejemplo, de acuerdo con un estudio 
realizado por ICEFI (2007a), se concluye que el 
sistema tributario guatemalteco a finales del año 
2005 era ligeramente regresivo con una tendencia 
hacia la neutralidad. Su capacidad redistributiva 
era muy limitada, debido a un diseño regresivo de 
los impuestos y una baja carga tributaria.

Otro aspecto que condiciona la inequidad verti-
cal como la horizontal es el amplio uso de exone-
raciones fiscales en la promoción de la inversión 
extranjera. A pesar de ello, como lo señala ICEFI 
(2008), los impactos en atracción de IED han 
sido poco significativos, aunque existe evidencia 
sobre una influencia positiva en la generación de 
empleo en el país. 

Acuerdos de Paz (1996-1999)

Reformas realizadas

El primer gobierno después de los Acuerdos de 
Paz, liderado por Álvaro Arzú logro ciertas refor-
mas para mejorar la situación fiscal, pero hubo li-
mitaciones ideológicas y políticas en el alcance de 
reformas. En 1996, hubo acuerdo político entre 
los partidos con mayor caudal electoral (PAN y 
FRG) para incrementar la tasa del IVA del 7 al 
10 por ciento. La reforma cabía dentro de un pro-
grama de gobierno inspirado en los principios del 
Consenso de Washington, y el gobierno seguía 
con la privatización de servicios públicos como la 
electricidad, telefonía, y cambió la orientación de 
la prestación de servicios de salud y educación con 
una visión subsidiaria. En la misma línea, en 1997 
se promovió una reforma fiscal que introdujo un 
impuesto mínimo denominado Impuesto a las 
Empresas Mercantiles y Agropecuarias (IEMA), 
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tual en el Centro de Investigaciones Económicas 
Nacionales, un think tank con orientación libe-
ral y promotor de reformas bajo el esquema del 
Consenso de Washington.

Los dos líderes gozaban de un fuerte caudal de 
voto personal, Arzú en el urbano y Ríos Montt 
en el sector rural, y comandaban bancadas parla-
mentarias con altos niveles de representación en el 
organismo legislativo. Después de las elecciones, 
el PAN tenía 34.3 por ciento de la legislatura y el 
FRG el 20.0 por ciento, y con el transfuguismo el 
FRG subió a 41.2 por ciento y el PAN cayó a 28.8 
por ciento. 

La segunda reforma compartía con la primera una 
orientación hacia el Consenso de Washington, 
bajando el ISR y reduciendo la carga sobre las 
empresas privadas. “La posición del CACIF 
[Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales, y Financieras] fue de 
rechazo” (ICEFI, 2007b) porque se instituyó el 
IEMA y disminuyó algunas exoneraciones fisca-
les, pero la oposición no fue tan severa y el con-
texto político todavía daba espacio al gobierno y 
sus interlocutores partidarios. 

En contraste, el fracaso del IUSI demostró las 
limitaciones de los acuerdos sociales y políticos 
del período post-Acuerdos de Paz. El intento de 
aumentar la tributación a la propiedad enfren-
taba directamente a la base social y política que 
apoyaba al Consenso de Washington, y ocurrió 
cuando el capital político del gobierno ya se había 
gastado. El gobierno había sido abandonado por 
sus aliados en el Congreso, el sector privado man-
tenía distancia con la incertidumbre de una elec-
ción pendiente, y la población sufrió una cam-
paña de desinformación en contra de la reforma. 
Acabó siendo prorrogada, y atención volteó hacia 
el proceso de un pacto fiscal. 

Pacto Fiscal (2000-2003) 

Principales reformas realizadas 

Las principales reformas aprobadas fueron las 
siguientes:

•	 Incremento de la tasa del IVA del 10 al 12 
por ciento.

•	 Se incrementó la tasa máxima del ISR del 
25 al 31 por ciento. Además se modificaron 
los tramos de renta imponible del ISR per-
sonal. Se intentó reducir el crédito del IVA 
pagado por compras de bienes y servicios que 
se aplica al ISR personal, pero fue declarado 
inconstitucional.

•	 Aumento de la tasa del impuesto mínimo 
sobre los activos netos o ventas brutas denomi-
nado Impuesto sobre Empresas Mercantiles y 
Agropecuarias (IEMA). Cuando la base eran 
las ventas brutas aumentó de 1.25 al 2.25 por 
ciento, mientras que cuando eran los activos 
netos subió de 2.5 a 3.25 por ciento.

•	 Impuestos a las bebidas. El gobierno pre-
tendía incrementar las tasas de los impues-
tos específicos aplicables a estos bienes. Sin 
embargo, esto no pudo lograrse durante el 
gobierno del FRG, ya que fueron declaradas 
inconstitucionales los sendos intentos de mo-
dificación de estos gravámenes.

Contra-reformas

Durante el período 2000-2003 se observó la 
mayor cantidad de recursos presentados ante la 
Corte de Constitucionalidad en materia impo-
sitiva. Aunque la reforma fiscal había permitido 
incrementar la recaudación tributaria a niveles 
históricos, los recursos mencionados eliminaron 
el IEMA, el cambio en la planilla del crédito del 
IVA y múltiples representaciones del impuesto 
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sobre bebidas. Esta situación provocó que en el 
año 2004, el gobierno de la GANA iniciara con 
grandes problemas para financiar el gasto público.

Condiciones políticas

Durante el último año del gobierno Arzú, de-
bido a la imposibilidad de cumplir con el incre-
mento en la recaudación tributaria prevista en 
los Acuerdos de Paz, la comisión a cargo de la 
implementación de dichos acuerdos denominada 
Comisión de Acompañamiento de los Acuerdos 
de Paz (CAAP) impulsó la suscripción de un 
Pacto Fiscal como una solución a los graves pro-
blemas fiscales del país, tomando como base la 
propuesta de la CEPAL. 

El Pacto Fiscal fue suscrito por un grupo amplio 
de sectores en el año 2000, incluyendo empresa-
rios, académicos y activistas de la sociedad civil 
(organizaciones de derechos humanos, sindicatos, 
u otros). En una sociedad tan polarizada como 
la guatemalteca, recién salida de una guerra civil, 
este acuerdo marcaba un optimismo que era posi-
ble cambiar la historia de Guatemala y fortalecer 
al sector público. 

Sin embargo, la armonía duró solamente un año, 
el Congreso no logró pasar la reforma en su in-
tegralidad, y gran parte de las reformas aproba-
das fueron dejadas sin vigencia por la Corte de 
Constitucionalidad (CC), amparando a distintos 
sectores de la sociedad que interpusieron recursos, 
en particular el CACIF y otras facciones del sec-
tor privado como empresas embotelladoras, y en 
algunos casos, fue el Procurador de los Derechos 
Humanos quien presentó recursos.

No fue posible incrementar la carga tributaria a 
los niveles establecidos en los Acuerdos de Paz 
(13.2 por ciento del PIB), y tampoco respetó a 
reformas para los demás compromisos del Pacto 

Fiscal: balance fiscal, administración tributaria, 
gasto público, deuda pública, patrimonio pú-
blico, evaluación y control y descentralización. 

El fracaso del Pacto Fiscal se atribuye a varios 
factores, principalmente la confrontación entre 
el sector privado y el gobierno. A pesar que par-
ticiparon en el Pacto, los principales actores del 
sector privado abandonaron la Comisión en el 
último instante, dando lugar a la posibilidad de 
oponerse a su implementación. 

Otra debilidad del proceso del Pacto fue la falta 
de participación de los partidos políticos. Esta 
situación provocó que se diera un impase en la 
aprobación de las reformas en el Congreso, ya que 
no sólo el partido de gobierno pospuso la apro-
bación de las propuestas consensuadas, sino que 
estas ya habían sido aprobadas cuando se dio un 
desgaste de la administración gubernamental. 

Ese desgaste también afectó las relaciones con la 
Corte de Constitucionalidad. En vez de pelear 
por las reformas tributarias, el partido del go-
bierno, el FRG, concentró sus esfuerzos en las 
decisiones sobre la candidatura de su líder, Ríos 
Montt. Como exdictador militar estaba pro-
hibido constitucionalmente presentarse como 
candidato para las próximas elecciones presiden-
ciales, y necesitaba una decisión de la Corte de 
Constitucionalidad para revertir esta limitación. 
Consiguió una decisión a su favor, pero dejo espa-
cio para los amparos contra la reforma tributaria 
(y también perdió las elecciones). 

El sector privado aprovechó el espacio de la Corte 
de Constitucionalidad para atacar las reformas. 
El gobierno había emitido 27 leyes tributarias; 
recibió 44 expedientes en la Corte; y la Corte de-
rrocó artículos de ley en 16 casos. Las decisiones 
mostraron fuertes presiones políticas de sectores 
privilegiados de la sociedad, incluyendo campa-
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ñas mediáticas del sector empresarial organizado 
por CACIF. 

La Corte demostró también las dinámicas parti-
darias de influencia en el ritmo de decisiones. La 
Corte recibió dos expedientes (1266-2001 y 181-
2002) contra el Impuesto a Empresas Mercantiles 
y Agrícolas (IEMA), pero solo emitió su fallo 
favorable el 23 de diciembre de 2003. Con esta 
espera, ya quedó claro que el partido gobernante 
había perdido las elecciones, y  la decisión dejo 
una pequeña crisis fiscal al gobierno entrante de 
Berger.

Gobierno de la GANA (2004-2007)

Reformas realizadas7

El nuevo gobierno enfrentó serios problemas fi-
nancieros derivados de la declaración de incons-
titucionalidad del IEMA. Esto reduce en alrede-
dor del 10 por ciento de los ingresos tributarios. 
Además, existían una serie de compromisos del 
gobierno anterior, como el pago a las Patrullas 
de Autodefensa Civil (PAC).8 Por lo tanto, el go-
bierno convocó a una Comisión Técnica de Pacto 
Fiscal (CTPF) para que elabore un proyecto de 
reforma que evite el desastre que el gobierno ante-
rior le había heredado.

7. Esta sección se basa en Cabrera (2009).

8. Este compromiso de carácter político fue adquirido por el 

gobierno anterior (FRG). El gobierno de la GANA al reconocer 

este compromiso, como uno de Estado, habría ganado apoyo 

con los integrantes de las ex PAC. Además, el monto de recursos 

sirvió para mostrar que las necesidades de financiamiento eran 

muy grandes y que era inevitable realizar una reforma tributaria. 

Sin embargo, los pagos no se realizaron como fue acordado con 

las ex PAC, porque aún durante el gobierno del período 2008-

2011 se seguían realizando pagos. Incluso una de las promesas 

de campaña para el período 2012-2015 es culminar los pagos 

pendientes.

Más que todo, el período 2004-2007 se caracte-
rizó por la restauración del sistema tributario que 
había sido seriamente dañado por las decisiones 
de la Corte de Constitucionalidad durante los 
años anteriores. La situación del presupuesto de 
2004 obligó al Gobierno a plantear el Impuesto 
Extraordinario y Temporal de Apoyo a los 
Acuerdos de Paz (IETAAP) (Decreto 19-2004), el 
cual fue un nuevo impuesto temporal sobre acti-
vos o ingresos brutos de apoyo al Impuesto Sobre 
la Renta. Adicionalmente, se planteó una nueva 
Ley del Impuesto a la Distribución de Bebidas 
(Decreto 21-2004) que permitió la reinstauración 
de este gravamen dentro del sistema tributario 
guatemalteco. 

Sin posibilidades de avanzar otras reformas para 
aumentar la recaudación, y llegando al final de 
su mandato en 2006, el Gobierno impulsó la 
ley denominada Disposiciones Legales para el 
Fortalecimiento de la Administración Tributaria.9 
Con esta ley, se implementaron progresivamente 
las retenciones en el IVA, regulaciones sobre la 
bancarización de transacciones para el reconoci-
miento del crédito fiscal, la creación de un regis-
tro fiscal de imprentas, y otras medidas adminis-
trativas orientadas a la reducción de la evasión. 

Condiciones políticas

La Gran Alianza Nacional (GANA) era una 
coalición de partidos políticos formada por el 
Partido de Solidaridad Nacional,10 Movimiento 
Renovador11 y el Partido Patriota (PP),12 los cua-

9. Decreto del Congreso de la República No. 20-2006.

10. Fundado en el año 2002, no participó en los próximos 

eventos electorales. 

11. Creado en el año 1995, no participó en los próximos eventos 

electorales. 

12. Creado en el año 2002, su primera participación fue en el 

proceso 2003. 
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les postularon a Oscar Berger a la presidencia. En 
la elección presidencial, la GANA obtuvo 34.3 
por ciento del total de votos en la primera vuelta y 
ganó con 54.1 por ciento en la segunda vuelta. A 
los seis meses, la coalición del gobierno se rompe 
con la salida del PP. Originalmente obtuvieron 
una bancada de 47 de 158 diputados (alrededor 
del 30 por ciento) con lo cual ya eran un grupo 
minoritario en el Congreso, y se debilitó todavía 
más con la salida de los diputados del PP. 

El esfuerzo de negociar un nuevo Pacto Fiscal 
con la CTPF era una respuesta a la debilidad del 
gobierno en términos partidarios. La existencia 
del CTPF reducía el desgaste al gobierno, y aisló 
temporalmente del debate público a la Ministra 
de Finanzas, permitiendo a miembros de la comi-
sión adelantar negociaciones con sectores allega-
dos. Por otro lado, la propuesta que la Comisión 
finalmente presentó al Congreso reflejaba las pre-
siones de distintas organizaciones a veces contra-
dictorias. Por ejemplo, la sociedad civil, represen-
tada por el Colectivo de Organizaciones Sociales 
(COS), se opuso a un incremento en el ISR que 
gravaría a las personas con ingresos mensuales in-
feriores a Q.2 mil y el CACIF imponía un límite 
de tiempo a cualquier aumento a la tasa del ISR. 

Para evitar el error del Pacto de 2000, al que 
le faltaba la participación de los partidos, el 
Congreso de la República inició un proceso de 
audiencias públicas donde distintos sectores de 
la sociedad se pronunciaron sobre las reformas. 
También, actores del sector privado utilizaron la 
oportunidad para insertar sus deseos de reforma. 
Las leyes fueron influenciadas por las presiones, 
incluyendo un proyecto de Ley que fue redac-
tado por una compañía de bebidas y entregado 
al Congreso de la República (entrevista realizada 
a integrante de la CTPF). Otra negociación pa-
ralela sirvió para reemplazar al IEMA por un 
impuesto auxiliar similar, de carácter temporal y 

limitado al gobierno de la GANA, denominado 
Impuesto Extraordinario y Temporal de Apoyo a 
los Acuerdos de Paz (IETAAP).

Todo lo anterior era insuficiente si no se contaba 
con los votos para aprobar la reforma. Lo más evi-
dente fue la reunión que se dio entre el presidente 
Oscar Berger y el líder de la oposición Efraín Ríos 
Montt, del partido FRG. En esta reunión, se pac-
taron los términos para aprobar la reforma, inclu-
yendo la concesión de obras a diputados distrita-
les mediante el programa de apoyo comunitario 
urbano y rural (PACUR).13

Unidad Nacional de la Esperanza (2008-
2012)

Reformas aprobadas

Debido a la temporalidad del IETAAP, en di-
ciembre de 2007, el Congreso de la República 
prorrogó por un año este impuesto, disponiendo 
su finalización para el 31 de diciembre de 2008. 
Por ello, se creó un nuevo impuesto mínimo en 
sustitución del IETAAP, denominado Impuesto 
de Solidaridad (ISO), ahora de carácter perma-
nente. Esta iniciativa de ley fue aprobada me-
diante el Decreto del Congreso número 78-2008, 
publicada en el Diario de Centroamérica el 22 de 
diciembre de 2008, y vigente desde el 1 de enero 
de 2009. La tasa del ISO es del 1 por ciento. 
Sobre este impuesto se permite el régimen opta-
tivo que se realice el acreditamiento cruzado entre 
el ISR trimestral y el ISO.

Condiciones políticas

La Unidad Nacional de la Esperanza (UNE) 
participó con el candidato Álvaro Colom en las 
elecciones presidenciales del año 2003, las cuales 

13. Dicho de otra forma, la fuente consultada quiso dar a 

entender que existió compra de votos mediante este programa.
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perdió ante Oscar Berger. En el evento electo-
ral 2007, ganó en segunda vuelta con 52.8 por 
ciento del total de votos contra el candidato del 
PP, Otto Pérez Molina. Esta elección ejemplifica 
varias tendencias. Primero, indicó como un sis-
tema partidario fragmentado construye mayorías 
sin estabilizar el sistema partidario – el candidato 
que pierde en segunda vuelta en una elección 
gana en segunda vuelta cuatro años después, pero 
no logra elegir un sucesor. Colom por lo menos 
daba una definición ideológica a las elecciones, 
contrastando a la elite empresarial que apoyaba a 
Berger y la derecha política de Pérez Molina. 

A pesar de su triunfo, su mandato era débil. Su 
apoyo electoral era solamente del 28.3 por ciento 
de los votantes inscritos en la primera vuelta, y 
la bancada del UNE era de 51 diputados (32 por 
ciento del total). Este nivel de apoyo legislativo 
sufrió vulnerabilidades seguidas, primero con un 
escándalo de mal uso de fondos del Congreso ex-
puesto por la crisis financiera de 2008 y después 
con el caso Rosenberg en donde un abogado fue 
asesinado y Colom y su esposa fueron errónea-
mente acusados por el crimen. Para enfrentar esta 
debilidad, el gobierno tuvo que invitar represen-
tantes asociados al sector privado y al ejecutivo y 
ceder políticas y recursos materiales hacia aliados 
en el Congreso. 

Esta situación política impactó a la agenda tribu-
taria. El gobierno anterior había desarrollado pro-
puestas de reforma a través de procesos de pacto, 
denominado Grupo Promotor del Diálogo Fiscal 
(GPDF). Las propuestas consistían en reformar 
el ISR convirtiéndolo en un impuesto dual14, vol-
ver permanente el IETAAP, crear un impuesto a 
la primera matrícula que sustituyera los arance-
les a la importación, implementar más controles 

14. Véase Barreix y Roca (2007).

para el IVA y para la aduana. Esta propuesta fue 
el inicio para el gobierno de UNE, que adicionó 
un esfuerzo propio de gravar la distribución de 
dividendos y aumentar del 5 al 7 por ciento el ré-
gimen general del ISR. Otras propuestas sin deli-
mitar sus alcances fueron acordadas en el seno del 
GPDF como crear normas de precios de transfe-
rencia y racionalizar los incentivos y exoneracio-
nes fiscales. 

La reforma enfrentó distintos obstáculos. El pri-
mero de ellos fue las diferencias entre el gobierno 
de Colom y los miembros del GPDF, original-
mente constituido en el gobierno anterior y ar-
ticulando los partidos de oposición y las cáma-
ras empresariales. Un segundo obstáculo fue la 
oposición al interior del organismo ejecutivo, con 
una parte significativa del gabinete de gobierno 
rechazó la reforma. 

El mayor obstáculo ocurrió en el Congreso de 
la República. La bancada poco cohesionada de 
la UNE se fragmentó rápidamente e incluso un 
grupo importante de diputados estaba en contra 
de la reforma o incluso cabildeaba por sus inte-
reses personales, los cuales podrían verse afecta-
dos por la reforma.15 Para solventar su baja repre-
sentación, el gobierno buscó una alianza con los 
diputados remanentes del viejo opositor del par-
tido GANA.16 Tuvo poco éxito, y el número de 
leyes aprobadas decrece a partir del primer año 
(ASIES, 2010). La oposición utilizó tácticas di-
latorias o filibusterismo, que consistían en largas 
interpelaciones a Ministros de Estado para blo-
quear el avance de la agenda legislativa o negociar 

15. En el caso del impuesto a la primera matrícula, algunos 

diputados eran importadores de vehículos usados y este gravamen 

les perjudicaba.

16. De la alianza que gobernó el período 2003-2007 se formó un 

partido político que ha participado en las elecciones 2007 y 2011.
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prebendas.17 

Debilitado en el Congreso, en el ejecutivo, y en 
sus relaciones con la sociedad, el gobierno buscó 
negociaciones directas con sectores empresariales. 
Ya era tarde en el mandato para comenzar una 
reforma, y el sector privado ya estaba buscando 
sus estrategias para no perder en la próxima elec-
ción. Primera prioridad era asegurar que UNE 
no podía re-elegirse, especialmente con la pri-
mera dama Sandra Colom dando indicaciones de 
postularse como la próxima candidata. En esta 
situación, el sector privado solo dejó considerar 
una reforma a finales del año 2009, la cual fue 
denominada la reformita por la limitación de su 
alcance y horizonte de corto plazo. Una barrera 
importante contra la aprobación de la reforma fue 
el cabildeo que realizó un funcionario allegado al 
presidente contra el impuesto a la telefonía, según 
se informó en entrevista realizada a un alto fun-
cionario del Gobierno de Álvaro Colom. Con el 
abandono del Ministro de Finanzas del principal 
promotor de la reforma el Ministro Fuentes en 
Junio 2010, prácticamente eliminó las posibilida-
des de realizar una reforma fiscal. 

Gobierno del Partido Patriota (2012-2016)

Reformas realizadas

Todo parece cambiar con el siguiente gobierno, 
que rápidamente pasa la Ley Anti Evasión II (Dto. 
4-2012) y la Ley de Actualización Tributaria 
(Dto. 10-2012). Las reformas incluyeron en pri-
mer lugar una nueva ley del ISR, la introducción 
del impuesto de Primera Matrícula (IPRIMA), 
disposiciones aduaneras, reformas al IVA refor-
mas al Impuesto Sobre Circulación de Vehículos, 
reformas al timbre fiscal y el papel sellado, y nor-
mas sobre vigencia y disposiciones transitorias.

17. Afectó también a los préstamos externos que fueron 

aprobados mediante el mismo mecanismo.

En el caso de las reformas del ISR se introduce un 
esquema dual para el pago del régimen de utilida-
des y las rentas de capital. A su vez, se introduce 
un control mejorado de costos y gastos deducibles, 
incorpora normas para tributación internacional: 
precios de transferencia, se reducen tasas de ISR 
para no domiciliados. Un cambio importante es 
que se introduce un gravamen del 5 por ciento 
para los dividendos y se reduce la tasa del 31 al 
25 por ciento para el régimen de ingresos netos 
(anteriormente denominado Régimen Optativo y 
hoy Régimen sobre Actividades Lucrativas).

El antiguo Régimen General se transforma en el 
denominado Régimen simplificado: los ingresos 
por debajo de 30 mil quetzales mensuales segui-
rán pagando una tasa del 5 por ciento, mientras 
que por encima de esa cantidad pagarán Q.1,500 
más un 7 por ciento por la diferencia entre ese 
monto y Q.30 mil. Este incremento se hará gra-
dualmente, en el 2013 la tasa será del 6 por ciento 
mientras que en el 2014 del 7 por ciento.

En el caso de las personas individuales, pueden 
optar al régimen simplificado, mientras que para 
los asalariados se reduce el número de tramos de 
renta imponible así como las tasas aplicables. Se 
eliminan todas las deducciones con la excepción 
del mínimo vital, el cual aumenta de Q.36 a 
Q.48 mil, las contribuciones a la seguridad social, 
el bono 14, aguinaldo, primas de seguro de vida 
y donaciones. Se elimina el crédito por la planilla 
del IVA, el cual es sustituto por una deducción de 
hasta Q.12,000 por concepto de IVA pagado en 
facturas que se presenten en la declaración. 

En el caso del  Impuesto de primera matrícula, 
el objetivo de esta medida es recuperar la recau-
dación perdida desde 2004,  ya que a partir de 
ese año Guatemala empieza a aplicar el Art. VII 
del GATT a la importación de vehículos, por lo 
que los impuestos se calculan con base a factura y 



15

según su precio de mercado. Esto había dado lugar 
a la proliferación de casos de facturas falsas o sub-
valuadas. Entonces, la medida del IPRIMA pro-
pone corregir el problema: eliminar los aranceles 
a los vehículos y reemplazarlos con un impuesto 
interno que retorne la base imponible a precios de 
mercado. Al final, no fue aprobada la medida de 
utilizar una tabla de valores para calcular el valor 
del impuesto, porque la base imponible continúa 
determinándose con base a la factura, aunque la 
SAT podría verificar la autenticidad de la factura, 
el pago por el monto facturado y al presentar el 
título de propiedad del vehículo.

Las medidas que contemplan reformas al régi-
men de Aduanas e IVA contienen: disposicio-
nes aduaneras, contraparte nacional al CAUCA 
y RECAUCA, se fortalece a la Intendencia de 
Aduanas de la SAT, combate al contrabando y a 
la defraudación aduanera, se reforma el IVA res-
pecto a la segunda y sucesivas ventas de inmue-
bles y se norman las exenciones para iglesias y 
centros educativos.

En el caso del impuesto de circulación de vehí-
culos, éste se duplica. Mientras que para los tim-
bres fiscales se ajusta la legislación conforme a los 
cambios introducidos: se elimina el pago por di-
videndos y se cobran timbres por el traspaso de 
bienes inmuebles. 

Condiciones políticas

El candidato del Partido Patriota, Otto Pérez 
Molina, consiguió unificar la elite política más 
derechista y la elite económica para ganar las 
elecciones de 2011. Esta unidad se debió, en gran 
parte, a la reacción de rechazo ante la continui-
dad del partido oficial (UNE), con la primera 
dama Sandra Colom como candidata original 
quien movilizaba una base más popular y cen-
tro-izquierda. Pérez Molina también representó 

la unificación de los empresarios tradicionales 
contra el candidato Manuel Baldizón del partido 
LIDER quien representaba elites rurales locales 
y una facción de capital dependiente de contra-
tos del estado. En términos de la base partidaria 
en el Congreso de la República, siguió el padrón 
de minoría gubernamental, con el PP eligiendo 
un total de diputados de 56 (35.4 por ciento del 
total).

De acuerdo con datos publicados por el Congreso 
de la República,18 la reforma fue aprobada con 
122 votos, gracias a la construcción de una 
alianza partidaria con los partidos Compromiso 
Renovación y Orden (CREO), Encuentro por 
Guatemala y Visión Con Valores (VIVA). Además 
apoyado por los partidos GANA y UNE, porque 
la reforma tomó esencialmente en su integralidad 
las reformas desarrolladas por los gobiernos ante-
riores.19 La única banca completamente opuesta 
a la reforma fue la bancada de oposición LÍDER, 
quizás posicionándose con referencia a la elección 
recién perdida y para las siguientes elecciones en 
cuatro años. 

La estrategia de aprobación aprovecho los pro-
cesos de pacto anteriores, pero no se constituyó 
una nueva instancia de pacto fiscal. Durante el 
segundo semestre del año 2011, durante la cam-
paña electoral, se formó un grupo denominado 
G40, conformado por personas que han partici-
pado en distintos procesos de reforma fiscal: ex 
Ministros y expertos en política tributaria. El 
producto de estas discusiones eran propuestas de 
reforma parecidas a los intentos fracasados de los 
gobiernos Berger y Colom, y Pérez Molina usó 
el tiempo entre su elección hasta tomar pose del 

18. Esta información está disponible desde el año 2012, con la 

instalación de un tablero electrónico.

19. También votaron a favor diputados del UCN (14), bloque 

independiente (9), Frente Amplio (1), FRG (1), Independientes 

(1), PAN (2), Unionista (1), Victoria (1) y URNG (1).
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poder para negociar directamente con el sector 
privado que era parte de su base electoral. Una 
vez que el gobierno entró al poder, aprovechó la 
luna de miel inicial de la elección, antes de co-
menzar el transfuguismo y perder miembros de 
su coalición, y con el aval del G40 para aprobar 
de forma acelerada la reforma fiscal. 

Las negociaciones de último momento para poder 
viabilizar la aprobación de la reforma conduje-
ron a ciertas inconsistencias en la ley aprobada. 
Esto dio lugar a protestas por parte de distintos 
grupos de interés. La primera de ellas fue la re-
forma a la Ley de Aduanas que provocó el cierre 
de los recintos aduaneros durante unos días. La 
Superintendencia de Administración Tributaria 
no estaba preparada para incorporar los cambios 
de las nuevas leyes y se entorpeció la marcha del 
comercio exterior. Como consecuencia, se suspen-
dió por parte del ejecutivo la aplicación de parte 
de las reformas orientadas al control aduanero.

Después de esto, la reforma se ha visto afectada en 
dos frentes: primero, derivado de los problemas 
con la Ley de Aduanas se ha instalado una mesa 
de negociación entre el gobierno y el sector pri-
vado a través del CACIF. Segundo, algunas fac-
ciones de sector privado, inclusive algunos miem-
bros del CACIF como la Cámara de Comercio 
y la Cámara del Agro, se han impulsado recur-
sos de inconstitucionalidad contra la reforma. El 
resultado de estas debilidades abrió fisuras en la 
reforma durante su primer año que minimizó el 
impacto en la capacidad, y aseguren que el im-
pacto en el largo plazo sea alrededor de 1.31 por 
ciento del PIB (ICEFI, 2012). Este aumento, si 
es que se logra, sería suficiente para alcanzar la 
meta original de los Acuerdos de Paz con respecto 
al PIB, pero dejaría Guatemala todavía entre los 
países que menos tributan y no sería suficiente 
para responder a las necesidades de la población. 

¿cuál es lA estRuctuRA del sistemA 
tRibutARio con Respecto A su 
cApAcidAd y pRogResividAd, y como 
cAmbio con lA RefoRmA de 2012?

Cambios en la estructura tributaria

Para analizar los cambios en la estructura tributa-
ria se analizaron cinco puntos en el tiempo: 

•	 1995 (situación inicial previa a los Acuerdos 
de Paz)

•	 2000 (post-reforma gobierno del PAN)
•	 2003 (post-reforma Pacto Fiscal 2000)
•	 2006 (post-reforma gobierno GANA)
•	 2014 (efecto completo de Actualización Fiscal)

Durante el período se ha observado una mayor 
participación de los impuestos directos, que au-
mentaron del 20 al 30 por ciento de la recauda-
ción total desde el año 1995 al 2012. Esta mayor 
participación se explica por el aporte del ISR y de 
los impuestos auxiliares. Pueden observarse dos 
momentos. El primero es de 1995 a 2003 donde 
los incrementos en la recaudación directa provie-
nen exclusivamente de los impuestos auxiliares. 
Posteriormente, con la incorporación de un régi-
men de ingresos brutos al ISR, la fuerza de la re-
caudación ya no proviene ahora de los impuestos 
auxiliares sino del impuesto sobre la renta en sí 
mismo. Es importante mencionar que el régimen 
de ingresos brutos recauda más que el de ingresos 
netos a partir del año 2007.

El IVA ha tenido altibajos pero sigue siendo el 
impuesto individual más importante en la recau-
dación. Su participación subió del 36 al 48 por 
ciento comparando 1995 con 2012, respectiva-
mente. El IVA determina la mitad de la recauda-
ción tributaria en Guatemala.
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Los aranceles prácticamente redujeron su parti-
cipación a una cuarta parte de lo observado en 
1995 mientras que los impuestos específicos se re-
dujeron casi a la mitad. En el caso de los primeros 
fue por la liberalización comercial que ha llevado 
a cabo Guatemala, mientras que en el segundo 
caso se explica por el diseño de estos impuestos 
que tienen sus tasas en términos fijos y esto se ve 
afectado por el efecto de precios relativos.

Al comparar la evolución de los impuestos res-
pecto al producto (carga tributaria) se encuen-
tran los siguientes resultados. Primero, la carga 
tributaria crece del 8.8 hasta un 11.9 por ciento 
del PIB en el 2006. Sin embargo, la recaudación 
retrocede al 11.0 por ciento en el 2012. Luego, se 

observa que el ISR ha ido en aumento sostenido, 
principalmente debido al aporte de las empresas. 
Luego, el IVA ha permanecido prácticamente 
estable como proporción del PIB desde el año 
2000. Finalmente, los impuestos como arance-
les y específicos mantienen la tendencia a la baja 
mencionada anteriormente.

¿Se ha vuelto más progresivo el sistema 
tributario desde el 1996?

Ejercicio de estimación 1995-2011

Haciendo uso de la Encuesta de Condiciones de 
Vida Encovi 2006 se realizó un ejercicio de simu-
lación cambiando las reglas tributarias vigentes 

1995 2000 2003 2005 2012
DIRECTOS

ISR 20.1 13.3 13.3 19.9 24.7
Impuestos auxiliares 0.0 8.6 12.6 8.1 6.7
Patrimonio 0.5 0.1 0.0 0.0 0.0

INDIRECTOS
IVA 36.0 47.3 45.8 45.9 48.8
Aranceles 23.6 12.0 11.8 9.6 5.4
Específicos 15.2 14.1 12.6 12.1 9.1
Regalías 0.1 2.6 2.5 2.5 2.5
Otros 4.5 1.9 1.4 1.9 2.1

Total 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00
Específicos

Petróleo 8.9 9.3 7.4 1.8 4.9
Circulación de vehículos 1.9 1.2 1.3 1.2 1.3
Salida del país 0.1 0.9 0.8 0.7 0.5
Bebidas 2.1 1.3 1.4 1.4 1.3
Tabacos 2.1 1.4 1.4 1.1 0.7
Cemento - - 0.4 0.3 0.2

Total Específicos 15.2 14.1 12.6 6.5 9.1

Cuadro 3
Participación porcentual de los impuestos en Guatemala

Fuente: elaboración propia
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en los años 1995, 2000, 2003, 2006 y 2012.20

La simulación fue realizada utilizando los supues-
tos tradicionales de incidencia impositiva para los 
siguientes impuestos: IVA, ISR personal e im-
puestos específicos (tabaco, bebidas alcohólicas, 
bebidas no alcohólicas, cemento21 y derivados del 
petróleo). Estos impuestos representaban entre un 
50 y 65 por ciento de la recaudación tributaria 
durante el período mencionado.

Cambios a lo largo del período 1995-2006

De acuerdo con el ejercicio de simulación, la inci-
dencia del sistema tributario ha tendido a ser más 
ligeramente regresiva. Esto es resultado de los au-
mentos que ha mostrado el IVA, el impacto nulo 
de los impuestos específicos y de la introducción 
del régimen del ISR sobre ingresos brutos a partir 
del año 2004. No obstante, es importante consi-

20. En el caso del año 2012 se asume el efecto completo de la 

reforma aprobada en el año 2012, la cual tendrá plena vigencia 

hasta el año 2014.

21. A partir del año 2003.

derar que el efecto total es sumamente reducido, 
ya que al año 2006, la desigualdad solamente 
había incrementado en un punto del Coeficiente 
de Gini. Sin embargo, al comparar el efecto del 
sistema tributario en 1995, que era ligeramente 
progresivo, puede decirse que la tendencia del 
sistema ha sido a basarse en impuestos menos 
redistributivos. 

Podría discutirse que la mayor recaudación del 
ISR podría ser un indicio de mayores niveles de 
progresividad. Sin embargo, es importante notar 
que el incremento en la recaudación ha prove-
nido principalmente del ISR sobre las empresas. 
El efecto de este último no fue simulado, además 
que existen dudas sobre su real poder redistribu-
tivo, dado que también puede trasladarse al con-
sumidor final o afectar las remuneraciones de los 
empleados.

El ISR aplicable sobre ingresos brutos, vigente 
desde 2004, redujo la progresividad del impuesto, 
debido a que era es un impuesto lineal donde no 
existen escalas progresivas conforme a los tramos 
de ingresos.

En el caso del IVA, el efecto de aumento de las 
tasas tuvo dos efectos negativos sobre la progresi-
vidad. El primero se debe a que a mayores tasas, 
la incidencia del impuesto es mayor y tiende a 
recaer sobre los hogares de menores ingresos. El 
segundo efecto lo constituyó el acreditamiento al 
ISR, con lo cual, ante mayores tasas del IVA se 
recaudaba menos ISR de las personas.

Es interesante notar que el efecto de los impuestos 
específicos es prácticamente nulo. Esto se debe a 
su baja recaudación y a combinación de impues-
tos relativamente regresivos (bebidas y tabacos) 
con impuestos progresivos (cemento, vehículos y 
combustibles). Por lo anterior, los pequeños efec-
tos tienden a compensarse.

1995 2000 2003 2006 2012
ISR 1.8 1.5 1.5 2.4 2.7

Empresas - - 1.3 2.0 2.3
Personas - - 0.2 0.3 0.4
Impuestos Auxiliares 0.0 1.0 1.5 1.0 0.7

Patrimonio 0.0 0.0 0.0 0.0 0.0
IVA 3.2 5.3 5.3 5.4 5.4
Aranceles 2.1 1.3 1.4 1.1 0.6
Específicos 1.3 1.6 1.5 1.4 1.0
Regalías 0.0 0.3 0.3 0.3 0.3
Otros 0.4 0.2 0.2 0.2 0.2

Total 8.8 11.2 11.7 11.9 11.0

Cuadro 4
Participación porcentual de los impuestos en  Guatemala 
como porcentaje del PIB

Fuente: elaboración propia.
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Posibles efectos reforma 2012

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, se 
identifican cambios en el escenario inicial de im-
pacto en la equidad del sistema tributario debido 
a las siguientes medidas:

•	Cambio en el régimen de asalariados
•	Cambio en el régimen de personas individua-

les no asalariadas
•	Cambio en el impuesto sobre circulación de 

vehículos.

De acuerdo con las simulaciones realizadas, el 
impacto encontrado fue el siguiente: los cambios 
en el ISR de asalariados tendrían un efecto favo-
rable, pero de proporciones muy reducidas para 
el último decil, ya que reducirían el pago del im-

puesto sobre la renta. Se considera que, a pesar de 
la eliminación de la planilla del IVA y de otros 
gastos deducibles, la reducción de tasas combi-
nada con el predominio de bajos ingresos, haría 
que la distribución en el pago de impuestos no se 
afecte considerablemente.

En el caso del ISR para no asalariados, se encon-
tró que en general aumentaría el pago de práctica-
mente todos los deciles de ingresos, pero el cambio 
no llegaría del primero al noveno decil en más del 
1 por ciento del ingreso pre acción fiscal. En este 
caso, un efecto importante se daría en el caso de 
los negocios registrados como personas individua-
les, los cuales tenían derecho al crédito del IVA. 
Además, en el caso de los contribuyentes de mayo-
res ingresos, el incremento en la tasa del 5 al 7 por 
ciento haría que estas personas paguen más. 
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Sobre el impuesto sobre circulación de vehículos, 
se prevé que su impacto afectará de forma cre-
ciente según el nivel de ingreso. Sin embargo, el 
mayor pago de impuestos será sumamente pe-
queño, y no superaría el 0.2 por ciento del ingreso.

Finalmente, el impacto agregado del sistema 
tributario llegaría a lo sumo a reducir en 0.006 
el coeficiente de Gini, es decir, un poco más de 
medio punto. Cabe aclarar que este efecto teó-
rico depende de que la reforma se mantenga tal y 
como fue aprobada.

conclusión

El caso de Guatemala ofrece lecciones sobre las 
relaciones entre la élite económica, el sistema po-
lítico, y la capacidad del estado, el cual se refleja 
en la estructura de tributación. Las élites econó-
micas del país son dominantes frente a los secto-
res populares con poca capacidad de movilización 
y con débil articulación hacia el sistema político. 
Pero, la élite económica es poco cohesiva entre sí, 
especialmente cuando consideramos la elite más 
dinámica y emergente que tiene que compartir 
espacio con las élites tradicionales, oligárquicas, 
rurales locales, y a veces ilícitas. La cohesión de 
la elite económica es solamente la suficiente para 
vetar a iniciativas de construcción del estado, y 
no es capaz de articular una visión propia. 

Esta situación se refleja en el sistema político, 
donde el sistema partidario es volátil y fragmen-
tado. Los gobiernos dependen de coaliciones para 
hacer legislación, pero el Congreso ofrece amplias 
oportunidades para vetar, obstaculizar y diluir 
cualquier propuesta de reforma. Las reformas que 
pasan después se enfrentan a otra instancia con 
poder de veto, la Corte de Constitucionalidad, 
que ofrece otra oportunidad para revertir refor-
mas. Para enfrentar esta situación de conflicto so-
cial y obstáculos institucionales, varios gobiernos 
han recurrido hacia procesos de pacto, esperando 
un diálogo directo con sectores de la sociedad 
para pactar un acuerdo fiscal que el sistema po-
lítico tendría que aceptar. Desafortunadamente, 
las iniciativas de pacto simplemente han abierto 
otra oportunidad para la ejecución del poder de 
veto, demostrando una vez más como las institu-
ciones políticas interactúan y reflejan la falta de 
cohesión dentro de la élite y la sociedad. 

Los desafíos políticos no quieren decir que no 
han habido reformas en Guatemala en los últi-
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mos años. De hecho, cada gobierno ha logrado 
reformas de la tributación. El problema mayor 
ha sido que cada reforma es puntual, temporal, 
y diluida por los procesos políticos, con débil im-
pacto a la capacidad y progresividad del sistema 
tributario. El resultado es un nivel de tributación 
que fluctúa entre 10 y 12 por ciento del PIB. La 
última reforma, que promete eventualmente subir 
la capacidad encima de la meta de los Acuerdos 
de Paz de 13.2 por ciento, demuestra al mismo 
tiempo dos cosas: como superar la situación social 
y política del país, y que son las limitaciones de la 
situación política del país.

El gobierno de Otto Pérez Molina logró una re-
forma integral al sistema tributario, algo esperado 
pero nunca logrado por los gobiernos anteriores. 
Esta reforma pasó gracias a una estrategia que 
aprovechó el proceso de pacto del gobierno an-
terior, el apoyo de los partidos de gobiernos ante-
riores que habían propuesta reformas parecidas, y 
una coalición partidaria al principio de mandato 
que no había sufrido todavía la deserciones comu-
nes dentro del transfuguismo del Congreso. Pérez 
Molina también gozó de una cohesión dentro de 

la élite económica por el miedo que tuvo está élite 
frente a un candidato movilizando sectores po-
pulares (Sandra Colom) y un candidato movili-
zando una elite local rural y capital dependiente 
del estado (Baldizón).  

Al mismo tiempo que aprovechó un momento 
propicio, la reforma de Pérez Molina indica la 
continuación de las debilidades del contexto po-
lítico. Los atrasos en su implementación debidos 
a problemas en aduanas así como múltiples de-
claraciones del Presidente y Vice Presidenta sobre 
una virtual modificación de las reformas aproba-
das, indican la poca capacidad y unidad dentro 
de la élite política, y la cohesión dentro de la elite 
económica ya se perdió, con algunos sectores del 
CACIF que buscan sus intereses propios frente 
a la Corte de Constitucionalidad. La última re-
forma es lo más integral y coherente de todas las 
reformas que han pasado, pero todavía indica las 
limitaciones de un sistema político con poca ca-
pacidad de cohesionar una visión para el estado y 
amplias oportunidades institucionales para obs-
taculizar la transformación del sistema tributario. 
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